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LAS UNIONES DE HECHO ANTE EL 
DERECHO TRIBUTARIO

Luisa Esteve Pardo

Profesora Titular de Derecho Financiero y Tributario, 
Universitat de Girona

S u m a r i o

I. Introducción

El Derecho Tributario español ha venido ignorando hasta fechas recientes el 
fenómeno de las uniones de hecho. Esta falta de atención sobre la cuestión no se 
ha producido únicamente en el ámbito legislativo, sino que también los casos 
planteados ante los Tribunales han sido escasos y en un sentido opuesto al que se 
ha producido en otras ramas del Derecho.

En efecto, la legislación tributaria estatal no sólo no ha dado un régimen 
propio a las uniones de hecho, sino que ni tan sólo las ha considerado a efectos 
concretos o específi cos, con una única excepción derivada, además, de sentencias 
del Tribunal Constitucional. Esta afi rmación es aplicable tanto a las uniones 
de hecho puramente fácticas, como a aquellas que han formalizado de alguna 
manera su situación o a las que sin haberla formalizado, la legislación les aplica 
algunos derechos y obligaciones por constituir una unión estable que se considera 
digna de protección.
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Otro tanto puede sostenerse respecto a la jurisprudencia. Los Tribunales 
apenas han abordado la materia fi scal en relación a las parejas de hecho, como 
sí han hecho, en cambio, de manera muy relevante y hasta frecuente en otras 
materias como, por citar los supuestos más conocidos, la subrogación en los 
arrendamientos o las pensiones de viudedad. Una llamativa excepción a esta 
tónica general la marcó la sentencia de la Audiencia Nacional de 2 de julio de 1996, 
que, entre otros aspectos, equiparó una pareja de hecho al matrimonio a efectos de 
la tarifa aplicable en el Impuesto sobre Sucesiones.1 El hecho de que esta sentencia 
fuera posteriormente casada y revocada en este punto por el Tribunal Supremo, 
en sentencia de 8 de febrero de 2002, junto a las críticas doctrinales que recibió,2 
supuso que esta sentencia pasara a ser una originalidad sin mayor relevancia.

Al analizar el tema de las uniones de hecho en el Derecho Tributario es de 
singular importancia destacar una particularidad muy signifi cativa de esta rama 

1 Esta sentencia resolvió el caso de una mujer que heredó a un hombre con el que había 
convivido more uxorio durante los quince años inmediatamente anteriores a la fecha del 
fallecimiento del causante. En este caso, la Audiencia Nacional estimó que debía adjudicarse 
a la mujer la mitad de los bienes, de los que era titular exclusivamente el causante, a título de 
disolución de la comunidad existente entre ambos, semejante a la sociedad de gananciales, y 
que por lo tanto, sólo la otra mitad de los bienes se le adjudicaban en virtud de su condición 
de heredera testamentaria. Sobre el valor de los bienes heredados, la Audiencia Nacional 
consideró además que debía aplicársele la tarifa correspondiente a los cónyuges y no la 
aplicable a las personas que no guardan vínculo de parentesco.
Ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid se presentó un caso semejante, pero este Tribunal, 
en sentencia de 14 de septiembre de 1995, entendió de forma tajante que: “El art. 20 de la Ley 
del Impuesto de Sucesiones, de 18 diciembre 1987, es sufi cientemente expresivo sobre el término 
empleado para bonifi car tanto la base como la cuota del tributo y se limita a la condición de cónyuge 
excluyendo toda posibilidad interpretativa que permita considerar como tal a la persona que conviva 
con el causante.” Además consideró que no existían motivos para presentar una cuestión de 
inconstitucionalidad contra este precepto, que según la recurrente, era contrario al art. 14 CE.
2 Las críticas se efectuaron desde diversas ópticas. Para una crítica en general de la misma 
Banacloche, J., “Tributación de las herencias en las uniones de hecho”, Impuestos, 1997 (I), p. 
978-983; Simón Acosta, E., “Impuesto sobre Sucesiones y uniones de hecho”, Jurisprudencia 
Tributaria Aranzadi, Vol. II, 1996, pp. 1488-1492, quien considera que tanto las premisas de las 
que parte esta sentencia como su encadenamiento lógico son inconsistentes y la Audiencia 
Nacional en esta sentencia “se desliza por el peligroso camino de la creación judicial del 
Derecho «contra legem»”; Uriol Egido, C., “Comentario a la Sentencia de la Audiencia Nacional 
(Secc. 2ª) de 2 de julio de 1996”, Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, Vol. II, 1998, pp. 1193-1198. 
Sobre la concreta sobre la asimilación de la disolución de una unión de hecho a la disolución 
de una comunidad de bienes, Bayona Giménez, J. J., “Las uniones de hecho en el Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones (Comentario a la Sentencia de la Audiencia Nacional de 2 de 
julio de 1996)”, Civitas. Revista Española de Derecho Financiero, 1996, p. 129-140.
 Por el contrario, Ruiz Garijo, M., “Efectos tributarios de la equiparación de las uniones de 
hecho al matrimonio”, en Jurisprudencia Tributaria Aranzadi, nº 13, 2004, considera “encomiable” 
la labor de la Audiencia Nacional en su equiparación de las uniones de hecho al matrimonio.
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del Derecho frente a otras, y ésta es que, en gran medida, el Derecho Tributario 
no ha venido desplegando un tratamiento tuitivo a la familia y, singularmente, 
al matrimonio. Más bien al contrario, en numerosas ocasiones ha contemplado 
el vínculo conyugal y las relaciones familiares para aplicarle ciertas restricciones 
o determinadas medidas antielusivas. En gran medida ello es debido a que los 
principios y valores que rigen en Derecho Tributario y orientan su regulación 
en esta materia son diversos a los que rigen en otros ámbitos, como tendremos 
ocasión de exponer. Bien es cierto que en los últimos años esta orientación ha 
cambiado y actualmente la protección a la familia es un aspecto destacado entre 
los objetivos que el legislador, tanto estatal como autonómico, se plantea a la 
hora de confi gurar diversos impuestos. Sin embargo, no deja de ser cierto, que 
a efectos fi scales ha venido resultando por lo general mucho más benefi cioso no 
estar casado o estar separado que estar unido en matrimonio.

Actualmente, en nuestro sistema tributario, las parejas de hecho encuentran 
únicamente cierto reconocimiento –parcial y desigual- de mano de la actuación 
legislativa de las Comunidades Autónomas. 

Resta, por último, aclarar la fi nalidad y el alcance de este trabajo. Su fi nalidad 
es exponer la actual regulación de las uniones de hecho en Derecho Tributario 
en comparación con el matrimonio y dar razón de los motivos, tanto de política 
legislativa como de distribución constitucional del poder tributario, que han dado 
lugar a la situación actual. Por otra parte, tampoco se van a detallar los criterios 
que, según el Tribunal Constitucional, debe tener en cuenta el legislador a la hora 
de asociar o no consecuencias jurídicas a las uniones de hecho, que se dan por 
sobradamente conocidos. Por lo que respecta al alcance de este trabajo, debe 
indicarse que no es enjuiciar desde los parámetros de justicia tributaria la actual 
legislación ni formular propuestas de lege ferenda de posible equiparación entre 
matrimonio y pareja de hecho, justifi car sus diferencias o postular una regulación 
específi ca propia para las uniones de hecho. La pretensión de este trabajo, más 
modesta, es aclarar el estado de la cuestión y el conjunto de consideraciones 
y principios que, desde la perspectiva tributaria, hay que tener en cuenta para 
poder pasar a hacer juicios de valor o propuestas de modifi cación legislativa.

III. Tratamiento del matrimonio y de la familia en 
Derecho Tributario

1. El tradicional planteamiento antielusivo de las normas tributarias
Tradicionalmente el Derecho Tributario ha venido contemplado las relaciones 

conyugales y familiares con recelo, motivado por la gran facilidad con que los 
vínculos familiares se prestan para realizar trasferencias patrimoniales entre los 
miembros integrantes de la familia, eludiendo así lo establecido por las normas 
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tributarias. Las relaciones familiares han servido con frecuencia para distribuir 
las rentas y el patrimonio de la manera que resultara menos gravosa para los 
contribuyentes, pero en clara contradicción con la tributación según la capacidad 
económica pretendida por la regulación de los impuestos que gravan la renta, el 
patrimonio y sus transferencias.

Por ello, el sistema impositivo ha establecido una tupida red de normas con la 
que pretende contrarrestar estos comportamientos elusivos.

En la regulación del IRPF, establecida en el R.D. Legislativo 3/2004, de 5 de 
marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas (en adelante TRLIRPF), se contienen numerosas 
normas establecidas con una clara fi nalidad antielusiva. Así, por ejemplo, el 
último párrafo del art. 9.1. TRLIRPF establece una presunción de residencia para 
los matrimonios al establecer:

“Se presumirá, salvo prueba en contrario, que el contribuyente tiene su 
residencia habitual en territorio español cuando, de acuerdo con los criterios 
anteriores, residan habitualmente en España el cónyuge no separado 
legalmente y los hijos menores de edad que dependan de aquél.”

Otro tanto hacen las normas reguladoras del cálculo de determinados 
rendimientos. El art. 22 TRLIRPF establece un rendimiento mínimo de capital 
inmobiliario, en el caso de relación familiar o conyugal, y determina que en 
caso de que el adquirente, cesionario, arrendatario o subarrendatario del bien 
inmueble o del derecho real que recaiga sobre el mismo sea el cónyuge o un 
pariente, incluidos los afi nes, hasta el tercer grado inclusive, del contribuyente, el 
rendimiento neto total no podrá ser inferior al 2 por 100 del valor catastral o del 
1,1 por 100 cuando el valor catastral haya sido revisado y haya entrado en vigor a 
partir del 1 de enero de 1994. La fi nalidad de esta norma es evitar que, en caso de 
alguna relación antes indicada, se arriende un bien o se constituya un derecho 
real a un precio declarado inferior al pagado realmente o a un precio simbólico, 
de modo que se determina en todo caso un rendimiento mínimo sin permitir que 
se pueda deducir de gasto alguno.

Por su parte, el art. 28.2º TRLIRPF fi ja unos especiales requisitos reforzados para 
considerar como gastos deducibles los pagos efectuados al cónyuge y a los hijos 
en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional por cuenta propia en 
el IRPF. En este caso se establecen también una serie de cautelas específi cas en la 
valoración de las retribuciones a los cónyuges e hijos menores de edad que convivan 
con el contribuyente, que consisten en aplicar valor de mercado en el caso de: 

a) retribuciones satisfechas a los mismos (según su cualifi cación y al 
trabajo que desempeñan) siempre y cuando resulte debidamente 
acreditado, con el oportuno contrato laboral y la afi liación al régimen 
correspondiente de la Seguridad Social, que trabajan habitualmente 
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y con continuidad en las actividades económicas desarrolladas por el 
contribuyente

b) contraprestación estipulada en la cesión de bienes o derechos por 
los cónyuges o los hijos menores del contribuyente que convivan con 
él (esta regla no será aplicable cuando se trate de bienes y derechos 
comunes a ambos cónyuges).

En este caso lo que se pretende es evitar que se produzcan transferencias de 
los benefi cios que puedan obtener un contribuyente empresario o profesional 
autónomo a su cónyuge o a sus hijos.

Un impuesto en el que las normas antielusivas tienen una larga tradición es 
el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (ISD). Así, el art. 4 Ley 29/1987, 
de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones (en adelante 
LISD), establece una presunción de transmisión lucrativa y prevé que, cuando 
de los registros fi scales o de los datos que obren en la Administración resulte 
la disminución del patrimonio de una persona y, simultáneamente o con 
posterioridad, un incremento en el patrimonio de su cónyuge, se presumirá que 
ha existido una transmisión lucrativa y, por tanto, se deberá liquidar el Impuesto 
sobre Donaciones. Además, a la hora de determinar la participación individual 
de cada causahabiente en el caudal hereditario a efectos de calcular la base 
imponible del impuesto, deben adicionarse una serie de bienes. Entre las adiciones 
a realizar, el art. 11 LISD establece, entre otras, la presunción que forman parte 
del caudal hereditario los siguientes bienes:

- los que hubiesen pertenecido al causante hasta un año antes de su 
fallecimiento, salvo prueba fehaciente de que tales bienes fueron 
transmitidos por aquél y de que se hallan en poder de persona distinta 
de un heredero, legatario, pariente dentro del tercer grado o cónyuge de 
cualquiera de ellos o del causante;

- los que durante los tres años anteriores al fallecimiento hubieran sido 
adquiridos a título oneroso en usufructo por el causante y en nuda 
propiedad por un heredero, legatario, pariente dentro del tercer grado o 
cónyuge de cualquiera de ellos o del causante.

No es difícil advertir que la fi nalidad de estas presunciones es evitar la salida de 
bienes del caudal hereditario realizadas al objeto de lograr una menor tributación 
de la correspondería en caso de obtenerlos mortis causa.3 

3 Debe tenerse en cuenta que, dado que estas transmisiones fueron gravadas en el momento 
de su realización por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentos, este mismo precepto dispone que dicho impuesto será deducible de lo que 
corresponda satisfacer por el Impuesto sobre Sucesiones.
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Otra medida antielusiva es la recogida en el apartado primero del art. 13 LISD 
que establece una excepción a la deducción de las deudas dejadas por el causante 
para calcular el valor neto patrimonial de la adquisición de cada causahabiente 
e impide que puedan deducirse las deudas del causante a favor de los herederos o 
de los legatarios de parte alícuota y de sus cónyuges, ascendientes, descendientes 
o hermanos, aunque renuncien a la herencia.

Debe añadirse a lo anterior, que la normativa sobre operaciones vinculadas 
tanto en el IRPF como en el Impuesto sobre Sociedades (IS) también adopta el 
vínculo matrimonial para fi jar algunos de los supuestos en los que se aprecia una 
especial vinculación entre determinados sujetos. Esta normativa, que se contiene 
en los arts. 45 TRLIRPF y 16 del R.D. Legislativo 4/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades (en adelante 
TRLIS), permiten a la Administración tributaria valorar por su valor normal 
de mercado las operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas 
cuando la valoración convenida hubiera determinado, considerando el conjunto 
de las personas o entidades vinculadas, una tributación en España inferior a la 
que hubiere correspondido por aplicación del valor normal de mercado o bien 
un diferimiento de dicha tributación. Su objetivo es evitar que los sujetos que 
están especialmente relacionados entre sí pacten entre ellos en sus relaciones 
económicas una contraprestación superior o inferior a la que se pactaría en una 
situación normal de mercado, de manera que uno de ellos consiga tener gastos 
deducibles más elevados, o logre transferir a la otra parte una cuantía importante 
de sus benefi cios o cualquier otra maniobra destinada a reducir la tributación 
que correspondería si no se operara a precios de transferencia. 

A estos efectos, el art. 16.2 TRLIS considera que existe vinculación entre las 
partes en los siguientes supuestos, entre otros: una sociedad y los cónyuges, 
ascendientes o descendientes de los socios, consejeros o administradores (letra 
c) y una sociedad y los cónyuges, ascendientes o descendientes de los socios o 
consejeros de otra sociedad cuando ambas sociedades pertenezcan al mismo 
grupo de sociedades (letra g).

En el caso de un matrimonio, por ejemplo, en que uno de sus miembros sea 
empresario o profesional individual, éste podría reducir la progresividad del IRPF 
desviando sus benefi cios a una sociedad en la que su cónyuge sea socio, consejero 
o administrador o, conseguir el mismo resultado entregando bienes por debajo 
del valor de mercado o contratando la prestación de servicios de la sociedad de su 
cónyuge a precios más elevados que los normales en el mercado.

2. Normas tributarias protectoras de la familia
Pese al planteamiento antielusivo con el que el Derecho Tributario ha 

contemplado tradicionalmente al matrimonio y a la familia, actualmente mantiene 
una orientación más protectora de la familia, y no faltan los supuestos en los que 
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se le dispensa un trato fi scal claramente benefi cioso. Eso sí, sin olvidar nunca, 
como acaba de exponerse, que la familia representa para la Hacienda Pública una 
fuente potencial de elusión tributaria a la que hay que tratar como tal. 

La protección a la familia por el Derecho Tributario se viene traduciendo en el 
establecimiento de algunos benefi cios fi scales, en una clara actuación extrafi scal 
del sistema tributario. 

La utilización de los tributos con fi nes extrafi scales no es ninguna novedad. 
Dado que todo tributo incide siempre sobre la economía de los ciudadanos, por lo 
que inevitablemente la condiciona y afecta a la conducta de aquellos, el legislador 
tributario, consciente de ello, ha tenido en cuenta estos efectos para favorecer o, 
por el contrario, para desincentivar determinadas conductas. En ello consiste la 
utilización de los tributos con fi nes extrafi scales, así llamados porque la fi nalidad 
intrínseca del tributo, la que se conoce como fi nalidad fi scal, es recaudar u 
obtener ingresos.

La admisibilidad de la utilización de los tributos con fi nes extrafi scales depende 
de que se trate de fi nes y valores protegidos por la que la Constitución (37/1987, 
de 26 de marzo, FJ 13º;4 197/1992, de 19 de noviembre, FJ 6º; 134/1996, de 22 de 
julio, FJ 6º; 194/2000, de 19 de julio, FJ 8º). Al ser la protección social, económica y 
jurídica de la familia no sólo un valor reconocido en el art. 39.1 CE, sino un deber 
de los poderes públicos, la actuación extrafi scal del sistema tributario protectora 
de la familia no plantea problemas de constitucionalidad.5

Claro refl ejo de esta fuerte orientación protectora de la familia es la Exposición 
de Motivos de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del IRPF, según la cual: “Sin 
embargo, la Ley tiene muy en cuenta que el contribuyente forma parte de una familia 
cuya protección merece un tratamiento fi scal favorable para lo que, además de la 

4 “Es cierto que la función extrafi scal del sistema tributario estatal no aparece explícitamente 
reconocida en la Constitución, pero dicha función puede derivarse directamente de aquellos 
preceptos constitucionales en los que se establecen principios rectores de política social y 
económica (señaladamente, arts. 40.1 y 130.1), dado que tanto el sistema tributario en su 
conjunto como cada fi gura tributaria concreta forman parte de los instrumentos de que dispone 
el Estado para la consecución de los fi nes económicos y sociales constitucionalmente ordenados. 
Por otra parte, dicha función está expresamente enunciada en el art. 4 de la vigente Ley General 
Tributaria, según el cual «los tributos, además de ser medios para recaudar ingresos públicos, 
han de servir como instrumentos de la política económica general, atender a las exigencias 
de estabilidad y progreso sociales y procurar una mejor distribución de la renta nacional». A 
ello no se opone tampoco el principio de capacidad económica establecido en el art. 31.1 de la 
Constitución, pues el respeto a dicho principio no impide que el legislador pueda confi gurar el 
presupuesto de hecho del tributo teniendo en cuenta consideraciones extrafi scales.”
5 Sobre la admisibilidad de la concesión determinadas ventajas fi scales y la polémica sobre 
su compatibilidad con los principios rectores del sistema tributario, véase Soler Roch, Mª T., 
Incentivos fi scales y justicia tributaria, Civitas, Madrid, 1983.



444 Luisa Esteve Pardo

confi guración del mínimo familiar antes referido, se articulan otras medidas tendentes 
a este fi n (declaración conjunta, exención de pensiones por alimentos, deducción por 
inversión en la vivienda habitual, tributación favorable de las pensiones en favor de 
los hijos). Igualmente, el legislador ha tenido en cuenta los gastos de enfermedad 
y los de cuidado o atención que puedan afectar al contribuyente, a cuyo efecto se 
establece un mínimo personal y familiar especial para aquellas personas que se 
encuentran afectadas por una discapacidad de grado elevado o un estado carencial 
que implique la ayuda de terceras personas.”.6 A ello debe añadirse que el Informe 
de la reforma del IRPF, de 2002, insistía en la necesidad de “(…) situar a la familia 
como eje fundamental de las políticas sociales”7.

Es preciso indicar aquí que la gran mayoría de ventajas fi scales actualmente 
aplicables a la familia no son relevantes para este trabajo en la medida en que 
hacen referencia a las relaciones paterno-fi liales.8 Dado que en Derecho Tributario 
no se distingue en absoluto entre fi liación matrimonial o no matrimonial, estos 
benefi cios tributarios no tienen trascendencia a la hora de analizar la situación 
de las uniones de hecho en Derecho Tributario.

Entre estos supuestos en que la regulación fi scal otorga un tratamiento 
favorable al matrimonio y a la familia y que resultan relevantes para el análisis 
que aquí se lleva a cabo,9 merecen destacarse en primer lugar las normas del ISD. 

La LISD establece dos tipos de medidas. En primer lugar, las reducciones 
cuantitativas en la base imponible que pueden aplicarse los descendientes, 
ascendientes y cónyuge del causante en el ISD, de larga tradición en nuestro 
sistema tributario (art. 20.2.a) y b) LISD), así como los inferiores coefi cientes 
multiplicadores sobre la cuota del mismo impuesto que pueden aplicarse también 
los mismos sujetos (art. 22.2 LISD).10

Las reducciones en la base imponible se aplican en función del parentesco de 
los causahabientes con el causante y también varían en función de la edad del 
causahabiente. Así, las reducciones previstas para los dos primeros grupos son: 

6 El subrayado es mío.
7 Comisión para la Reforma del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Informe para 
la reforma del IRPF, Ed. Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 2002, p. 82.
8 Sobre medidas tributarias específi camente planteadas para la familia y su relación con el 
principio de igualdad tributaria, Núñez Grañón, M., Las desigualdades tributarias por razones 
familiares y de residencia, Marcial Pons, Madrid-Barcelona, 1998.
9 Para una exhaustiva relación las normas tributarias que afectan al matrimonio y a la 
familia y el análisis sobre si las mismas resultan más benefi ciosas para los matrimonios o para 
las parejas o uniones de hecho, Ruiz Garijo, M., “Efectos tributarios de la equiparación de las 
uniones de hecho al matrimonio”, cit.
10 La graduación del gravamen por este impuesto en función del parentesco entre causante 
y causahabiente, si bien es un criterio que no sólo se ha venido utilizando tradicionalmente 
en nuestro sistema tributario, sino también en muchos países de nuestro entorno, se justifi ca 
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- Grupo I: adquisiciones por descendientes y adoptados menores de 
veintiún años, 15.956,87 euros, más 3.990,72 euros por cada año menos 
de veintiuno que tenga el causahabiente, sin que la reducción pueda 
exceder de 47.858,59 euros; 

- Grupo II: adquisiciones por descendientes y adoptados de veintiuno o 
más años, cónyuges, ascendientes y adoptantes, 15.956,87 euros.

Estas reducciones, además, aumentan en caso de minusvalía del causahabiente 
afectado. Junto a estas reducciones por parentesco y edad, se prevé otra por 
percepción de cantidades percibidas por los benefi ciarios de contratos de seguros 
sobre vida, cuando su parentesco con el contratante fallecido sea de cónyuge, 
ascendiente, descendiente, adoptante o adoptado. Esta reducción es del 100 por 
100, con un límite de 9.195,49 euros.

Por lo que respecta a los coefi cientes multiplicadores, que operan sobre la cuota 
resultante de aplicar a la base liquidable del impuesto una tarifa progresiva, están 
previstos en el art. 22.2 LISD y se aplican en función del patrimonio preexistente 
del causahabiente y de los grupos de parientes y otros sujetos a los que se aplican 
las reducciones antes descritas. Los coefi cientes multiplicadores previstos en 
la LISD para los grupos I y II antes defi nidos son los más reducidos de todos y 
oscilan entre el 1 y el 1,4, para un patrimonio preexistente del sucesor de más de 
4.020.770,98 euros, mientras que para los restantes sucesores (grupos III y IV), 
dichos coefi cientes varían entre el 1,5882 y el 2,4.

A ello hay que añadir que a lo largo de los pasados años 90 se incorporaron 
nuevas reducciones sobre la base imponible de este impuesto, como son 
la reducción del 95 por 100 del valor de las empresas familiares o negocios 
profesionales en el caso de que se transmitan al cónyuge, descendientes o 
adoptados por sucesión mortis causa o incluso por donación11 y la reducción del 
95 por 100 del valor de la vivienda habitual con un límite máximo de 122.606,47 
euros en caso de transmisión mortis causa al cónyuge, ascendiente o descendiente 

únicamente por imperativos ético-sociales, pero no responde a los principios de igualdad ni de 
capacidad económica. A este respecto, véase Ramallo Massanet, J., “Elementos innovadores y 
cuantifi cación”, en AA.VV., Comentarios a la nueva Ley de Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, 
La Ley, Madrid, 1988, pp. 43-72, esp. p. 71-72, en las que sigue a gran hacendista Neumark. Ya 
antes, Fernandez-Cainzos, J. J., “El grado de parentesco en el ISD: un criterio discriminatorio”, 
en Hacienda Pública Española, nº 48, 1977, p. 145-160, esp. 149-155, se mostraba contrario a las 
reducciones de la base imponible del ISD en función del grado de parentesco por considerarlas 
discriminatorias desde el punto de vista de la capacidad económica.
 Estas reducciones, sin embargo, no sólo se mantenido sin ser cuestionadas en términos 
generales, sino que varias Comunidades Autónomas, en el ejercicio de las competencias 
normativas que, en materia del ISD, les ha cedido el Estado las han aumentado notablemente 
hasta producir el efecto práctico de eliminar por completo el impuesto en las sucesiones entre 
ascendientes y descendientes.
11 Art. 20.2.c) LISD.
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del causante o bien pariente colateral mayor de sesenta y cinco años que hubiese 
convivido con el causante durante los dos años anteriores al fallecimiento.12

Por lo que respecta al IRPF, su regulación vigente reserva la posibilidad de 
optar por la tributación conjunta (art. 68 TRLIRPF), 

- a la familia matrimonial, es decir, la integrada por los cónyuges no 
separados legalmente y, si los hubiere, por los hijos menores de edad y 
por los mayores incapacitados judicialmente sujetos a patria potestad; 
y

- a la familia monoparental, que se defi ne como la formada por el padre 
o la madre y todos los hijos que convivan con uno u otro en el caso de 
separación legal o cuando no exista vínculo matrimonial.

A diferencia de su regulación original en la ley del IRPF de 1978, la 
confi guración actual de la tributación conjunta puede resultar más benefi ciosa 
en los casos en los que solo uno de los miembros de la pareja obtenga rentas o en 
los que la renta obtenida por el otro miembro de la pareja sean muy reducidas, 
lo que permite afi rmar que la tributación actual de la unidad familiar está 
diseñada para los supuestos en que sólo uno de los cónyuges es quien sostiene 
económicamente a la familia .13

La regulación actual del IRPF contiene asimismo normas que permiten a los 
miembros de una familia y a los cónyuges aplicarse determinadas deducciones 
en la cuota en condiciones vedadas a otros contribuyentes, como sucede para la 
deducción por inversión en vivienda habitual en concepto de obras e instalaciones 
de adecuación. Esta deducción pude aplicarse también si la inversión se realiza 
por razón de la minusvalía del propio contribuyente, de su cónyuge, ascendientes 
o descendientes que convivan con él. Asimismo, según el artículo 69.3º TRLIRPF 
también tiene en cuenta la situación familiar del contribuyente para defi nir qué 
debe entenderse por vivienda habitual al disponer que:

“se entenderá por vivienda habitual aquella en la que el contribuyente 
resida durante un plazo continuado de tres años. No obstante, se entenderá 
que la vivienda tuvo aquel carácter cuando, a pesar de no haber transcurrido 
dicho plazo, se produzca el fallecimiento del contribuyente o concurran 
circunstancias que necesariamente exijan el cambio de vivienda, tales como 
separación matrimonial, traslado laboral, obtención de primer empleo o de 
empleo más ventajoso u otras análogas”.

Por último, el art. 99.6 TRLIRPF concede la posibilidad a los matrimonios no 
separados legalmente de compensar la cantidad que le resulte a devolver de su 

12 Art. 20.2.c) tercer párrafo LISD.
13 Sala Galván, G., Las uniones de hecho en el IRPF, Tirant Lo Blanch, Valencia, 2003, pág. 170.
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autoliquidación del IRPF a un cónyuge con la cantidad que le resulte a ingresar 
al otro.14

Merece destacarse, asimismo, por su gran trascendencia práctica la exención 
del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados 
(ITPAJD) de las aportaciones de bienes y derechos realizados por los cónyuges a 
la sociedad conyugal, así como de las adjudicaciones que a su favor y en pago de 
las mismas se realicen a su disolución y las transmisiones que por esta causa se 
hagan a los cónyuges, recogida en el art. 45 del R.D. Legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos (TRLITPAJD).

En este impuesto, que grava las transmisiones patrimoniales onerosas realizadas 
por particulares –no empresarios o profesionales-15 sujeta,16 evidentemente, las 
que se producen dentro del matrimonio con la aportación de bienes a la sociedad 

14 Esta norma permite que el contribuyente casado y no separado legalmente que esté obligado 
a presentar declaración por este Impuesto y cuya autoliquidación resulte a ingresar, al tiempo 
de presentar su declaración, solicitar la suspensión del ingreso de la deuda tributaria, sin 
intereses de demora, en una cuantía igual o inferior a la devolución a la que tenga derecho su 
cónyuge por este mismo Impuesto.
Para obtener esta compensación se requiere, además, que: el cónyuge renuncie al cobro de 
la devolución hasta el importe de la deuda cuya suspensión haya sido solicitada; que ambas 
cantidades correspondan al mismo período impositivo; que las autoliquidaciones se presenten 
de forma simultánea; que los cónyuges no estén acogidos al sistema de cuenta corriente 
tributaria y que estén al corriente en el pago de sus obligaciones tributarias.
La solicitud determinará la suspensión del ingreso hasta que la Administración reconozca 
el derecho a la devolución a favor del otro cónyuge. Si no proceda la suspensión, la 
Administración practicará liquidación provisional al contribuyente que solicitó la suspensión 
por importe de la deuda objeto de la solicitud y exigirá el interés de demora calculado desde 
la fecha de vencimiento del plazo establecido para presentar la autoliquidación hasta la fecha 
de la liquidación. 
La exigencia de estos requisitos y las consecuencias previstas en caso de que no proceda la 
suspensión buscan evitar que la posibilidad de solicitar la compensación se utilice como una 
vía para aplazar el ingreso de la deuda tributaria.
15 Las transmisiones que realizan estos sujetos quedan gravadas por el IVA (art. 4 de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido). 
16 El hecho imponible del ITP lo confi guran según el art 7.1 TRLITPAJD: 
“a. Las transmisiones onerosas por actos inter vivos de toda clase de bienes y derechos que 
integren el patrimonio de las personas físicas o jurídicas.
 b. La constitución de derechos reales, préstamos, fi anzas, arrendamientos, pensiones y 
concesiones administrativas, salvo cuando estas últimas tengan por objeto la cesión del 
derecho a utilizar infraestructuras ferroviarias o inmuebles o instalaciones en puertos y en 
aeropuertos.
Se liquidará como constitución de derechos la ampliación posterior de su contenido que implique 
para su titular un incremento patrimonial, el cual servirá de base para la exigencia del tributo.”
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conyugal y con las adjudicaciones de bienes a los cónyuges una vez que se ha 
disuelto dicha sociedad, para declararlas exentas en su art 45.B) 3 TRLITPAJD.

Por otra parte, el Impuesto sobre el Patrimonio (en adelante IP) prevé la 
exención del patrimonio del sujeto pasivo necesario para el desarrollo de su 
actividad empresarial o profesional (Art. 4.Ocho. Uno de la Ley 19/1991, de 6 
de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio). Dado que la tributación por este 
impuesto es estrictamente personal, en principio, los bienes y derechos de 
contenido económico integrantes del patrimonio quedarán sujetos a tributación 
en cabeza de su titular. Los bienes y derechos de titularidad conjunta de un 
matrimonio se imputarán a efectos del IP a cada uno de los cónyuges por mitad a 
cada uno de ellos, salvo que se justifi que otra cuota de participación.17 Pues bien, 
en el caso bienes y derechos comunes a ambos miembros del matrimonio, cuando 
se utilicen en el desarrollo de la actividad empresarial o profesional de cualquiera 
de los cónyuges, pese a que según las normas generales del impuesto sólo deberían 
imputarse la mitad al cónyuge empresario o profesional, estos bienes estarán 
completamente exentos.18

Por último, el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de 
Naturaleza Urbana (IIVTNU), un impuesto municipal, también prevé una medida 
a favor de los matrimonios y de las relaciones familiares al prever como supuesto 
de no sujeción al impuesto, los incrementos de valor de los terrenos urbanos 
que se pongan de manifi esto como consecuencia de las aportaciones de bienes y 
derechos realizadas por los cónyuges a la sociedad conyugal, las adjudicaciones 
que a su favor y en pago de ellas se verifi quen y las transmisiones que se hagan 
a los cónyuges en pago de sus haberes comunes. Tampoco están sujetas las 
transmisiones de bienes inmuebles entre cónyuges o a favor de los hijos, como 
consecuencia del cumplimiento de sentencias en los casos de nulidad, separación 
o divorcio matrimonial, sea cual sea el régimen económico matrimonial.19

Para fi nalizar, es necesario realizar una importante precisión. A efectos 
tributarios, en las relaciones paterno-fi liales y, en general, en las relaciones 
entre ascendientes y descendientes -relaciones familiares verticales-, es del 
todo irrelevante la existencia o inexistencia de vínculo matrimonial. Ello reduce 
el interés de la cuestión que aquí se analiza a las normas fi scales que afectan 

17 Art. 7 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio.
18 Véase también el Real Decreto 1704/1999, de 5 de noviembre por el que se determinan 
los requisitos y condiciones de las actividades empresariales y profesionales y de las 
participaciones en entidades para la aplicación de las exenciones correspondientes en el 
impuesto sobre el patrimonio, y en particular su art. 2.1.
19 Art. 104.3 del R. D. Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
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estrictamente a la pareja o unión de hecho y a su comparación con las previstas 
para el matrimonio.

3. Características de los impuestos relevantes en la tributación 
del matrimonio y de la pareja de hecho: impuestos cedidos a las 
Comunidades Autónomas

De la exposición anterior se deduce que los impuestos más signifi cativos a la 
hora de analizar el tratamiento diferenciado que dispensa el Derecho Tributario 
al matrimonio y a las parejas de hecho son el IRPF, el ISD y el ITPAJD, y en medida 
mucho menor el IP y el IIVTNU. 

Como observación de conjunto al tratamiento que estos impuestos otorgan 
al matrimonio, puede afi rmarse que los cónyuges no reciben sistemáticamente 
benefi cios fi scales por el hecho de haber contraído matrimonio, sino que junto 
a un conjunto de ventajas tributarias asociadas al matrimonio, ven como se les 
aplican también una serie de medidas elusivas que les colocan en peor situación 
tributaria que aquellos que no están unidos por el vínculo conyugal.

Los impuestos más relevantes, el IRPF y el ISD, son impuestos personales que 
gravan a las personas físicas de manera progresiva y tienen además la naturaleza de 
impuestos subjetivos, es decir, que tienen en cuenta las circunstancias personales 
del sujeto pasivo para determinar el cálculo del gravamen fi nal al que se le va a 
someter. Se trata, por tanto, de impuestos especialmente aptos para considerar la 
familia y, en particular, el matrimonio y, en su caso, a las parejas de hecho estables.

Por otra parte, todos estos impuestos, excepto el IIVTNU –que es un impuesto 
municipal- son impuestos de titularidad estatal y que han sido cedidos a las 
CCAA de régimen general de fi nanciación. Este dato es fundamental, como 
se verá más adelante, puesto que la cesión de estos impuestos a las CCAA es la 
que ha permitido que algunas de ellas hayan equiparado en alguna medida los 
miembros de las parejas de hecho a los cónyuges a efectos tributarios.

IV. Especificidades del Derecho Tributario respecto 
del tratamiento de las parejas de hecho

1. Los principios rectores en materia tributaria
El principio de igualdad, que sin duda es el eje sobre el que se mueven los 

planteamientos del tratamiento jurídico que ha de dispensarse a las parejas de 
hecho en comparación con el previsto para el matrimonio, presenta en Derecho 
Tributario una cierta singularidad en un doble orden de consideraciones.

La Constitución española recoge en el art. 31.1 un específi co principio de 
igualdad en el ámbito tributario. Las matizaciones que implica este específi co 
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principio son diferentes al contenido y exigencias que derivan del genérico 
principio de igualdad consagrado en el art. 14 CE, ya que la misma Constitución 
ha concretado y modulado su alcance en su art. 31.1, fundamentalmente a través 
de los principios de capacidad económica y de progresividad.20 

Como regla general, la igualdad en el ámbito tributario se manifi esta a través 
del trato igual a situaciones en las que se manifi esta una misma capacidad 
económica, es decir, en el sentido que a igualdad de situación económica, se le 
debe dar el mismo tratamiento tributario. Sin embargo, la igualdad tributaria 
no agota su contenido en el principio de capacidad económica, ya que entre 
otros motivos, las discriminaciones no son arbitrarias, según el Tribunal 
Constitucional, si se establecen en función de un principio amparado por el 
ordenamiento.21

Por otra parte, el principio de igualdad debe aplicarse también teniendo en 
cuenta el principio de progresividad en los tributos, que exige la articulación del 
sistema tributario de modo tal que, a medida que aumenta la riqueza del sujeto, 
su contribución tributaria debe aumentar también, pero en proporción superior 
al incremento de su riqueza. 

Por ello, en la primera ocasión en que el Tribunal Constitucional se pronunció 
sobre el contenido y requerimientos de los principios constitucionales en materia 
tributaria contenidos en el art. 31.1 CE, señaló con rotundidad que. “Es por ello 
–porque la igualdad que aquí se reclama va íntimamente enlazada al concepto de 
capacidad económica y al principio de progresividad- por lo que no puede ser, a 
estos efectos, simplemente reconducida a los términos del art. 14 de la Constitución: 

20 Por todas, STC 46/2000, de 17 de febrero, FJ 4º.
21 El propio Tribunal Constitucional resumió su doctrina sobre el principio de igualdad en el FJ 
9º de su sentencia 76/1990, de 26 de abril: “Sobre el alcance del principio de igualdad ante la Ley 
este Tribunal ha elaborado en numerosas Sentencias una matizada doctrina cuyos rasgos esenciales 
pueden resumirse como sigue: a) no toda desigualdad de trato en la ley supone una infracción del art. 
14 de la Constitución, sino que dicha infracción la produce sólo aquella desigualdad que introduce 
una diferencia entre situaciones que pueden considerarse iguales y que carece de una justifi cación 
objetiva y razonable; b) el principio de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen 
iguales consecuencias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la 
utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca de fundamento 
racional; c) el principio de igualdad no prohíbe al legislador cualquier desigualdad de trato, sino sólo 
aquellas desigualdades que resulten artifi ciosas, o injustifi cadas por no venir fundadas en criterios 
objetivos y sufi cientemente razonables de acuerdo con criterios o juicios de valor generalmente 
aceptados; d) por último, para que la diferenciación resulte constitucionalmente lícita no basta con 
que lo sea el fi n que con ella se persigue, sino que es indispensable además que las consecuencias 
jurídicas que resultan de tal distinción sean adecuadas y proporcionadas a dicho fi n, de manera que 
la relación entre la medida adoptada, el resultado que se produce y el fi n pretendido por el legislador 
superen un juicio de proporcionalidad en sede constitucional, evitando resultados especialmente 
gravosos o desmedidos.”
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una cierta desigualdad cualitativa es indispensable par a entender cumplido este 
principio. Precisamente la que se realiza mediante la progresividad global del 
sistema tributario en que alienta la aspiración a la redistribución de la renta” (STC 
27/1981, de 20 de julio, FJ 4º)

Esta especial modulación es la que provoca que, en general, en cuestiones 
tributarias sólo puede invocarse el principio de igualdad del art. 31.1 CE y no el del 
art. 14 CE, y la diferencia entre ambos principios de igualdad radica en que, según 
el Tribunal Constitucional, “El art. 31.1 de la Constitución establece el principio de 
que el sistema tributario ha de ser justo e inspirarse en los principios de igualdad y 
progresividad. La simple mención conjunta de estos dos principios evidencia que el 
primero de ellos no puede ser entendido en términos tales que impidan al legislador, 
al establecer el sistema fi scal que estima justo, introducir diferenciaciones entre los 
contribuyentes, bien sea atendiendo a la cuantía de sus rentas, al origen de éstas o 
cualesquiera otra condición social que considere relevante para atender al fi n de la 
Justicia.” (Auto del TC 230/1984, de 11 de abril), con la importante consecuencia 
de que al encontrarse el art. 31.1 CE sistemáticamente ubicado en la Sección 2ª 
del Capítulo II del Título I “De los derechos y deberes fundamentales”, no se 
encuentra entre las libertades y derechos cuya tutela queda protegida por el 
recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional (art. 53.2 CE). Así lo entienden 
las SSTC 159/1997, 183/1997, 55/1998, 71/1998 y 46/2000, entre otras, al afi rmar 
que la determinación de un principio de igualdad específi camente tributario “sí 
excluye claramente que, so capa de una invocación meramente «formal» del art. 14 
CE, en realidad el recurrente de amparo venga a apoyarse en el art. 31.1. CE, precepto 
éste que, como se ha dicho, no puede servir de fundamento a una pretensión en 
este proceso constitucional, por imperativo del art. 53.2 CE y del art. 41.1 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Constitucional”, si bien “ello no signifi ca que este Tribunal no 
pueda llegar a apreciar -como, por ejemplo, hizo en las SSTC 209/1988 y 45/1989- una 
infracción del art. 14 por la Ley Tributaria.”22 (STC 159/1997, de 2 de octubre, FJ 3º)

Por otra parte, el hecho de que el principio de igualdad tributaria se concrete 
en el ámbito fi scal fundamentalmente a través del principio de capacidad 
económica o capacidad contributiva, tiene una importante consecuencia en 
la materia que aquí se trata. La capacidad económica se predica únicamente 
respecto de la persona física y no respecto de personas jurídicas o entidades, y 
además, la capacidad económica de las personas físicas debe ser individualmente 
considerada por el legislador, sin que pueda hablarse de la capacidad económica 
de parejas o grupos de personas. Así lo consideró el Tribunal Constitucional, 
precisamente en su sentencia 45/1989, de 20 de febrero, sobre la tributación 

22 Como se verá más adelante, estas SSTC 209/1988 y 45/1989, fueron las dictadas sobre 
la obligación de los matrimonios conjuntamente en el IRPF. Vid. infra epígrafe 3.2. La 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre la tributación conjunta de la unidad familiar
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conjunta obligatoria en el IRPF. De ello se deriva necesariamente que también el 
análisis de la efectiva igualdad en el ámbito tributario deba realizarse únicamente 
respecto de individuos y no respecto de grupos o uniones de personas físicas.

Otros principios constitucionales que deben considerarse son los de de legalidad 
tributaria (art. 31.3 CE) y de seguridad jurídica (art. 9.3. CE). Estos principios 
están especialmente reforzados en el ámbito del Derecho Tributario, lo que se 
traduce en que las normas tributarias tienden a tener en cuenta únicamente 
situaciones jurídicamente formalizadas o consolidadas,23 ya que de otra manera 
se plantearían numerosos y difícilmente resolubles problemas para comprobar 
con certeza que ha dado el supuesto de hecho previsto en la norma tributaria. 
Un claro ejemplo de esta afi rmación es la exigencia de que las anualidades por 
alimentos percibidas de los padres y las pensiones compensatorias a cónyuges 
deban estar reconocidas judicialmente para que puedan tenerse en cuenta a 
efectos del IRPF.24 

El hecho de que no exista actualmente normativa estatal sobre el régimen 
sustantivo a aplicar a las uniones estables de pareja, la ausencia de un concepto 
legal y fácilmente comprobable por inscripciones registrales de lo que constituye 
una unión de hecho y los problemas de prueba que conllevaría reconocer efectos 
tributarios a las parejas de hecho, ha favorecido e incluso justifi cado la inactividad 
del legislador tributario estatal en este punto.

Este conjunto de consideraciones es el que, sin duda, ha motivado que apenas 
existan pronunciamientos jurisprudenciales sobre uniones de hecho en materia 
tributaria.

2. La jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre la tributación 
conjunta de la unidad familiar

Sin duda, una de las peculiaridades más llamativas del Derecho Tributario 
respecto de otras ramas del Derecho en relación a las uniones de hecho es que los 
casos que han llegado al Tribunal Constitucional en esta materia planteaban una 
situación de discriminación de los matrimonios respecto de las parejas de hecho, 
ya que aquellos recibían un tratamiento tributario más gravoso que estas. Los 
casos planteados se referían a la tributación conjunta por el IRPF de las llamadas 
unidades familiares.

La Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del IRPF, estableció la obligación de las 
unidades familiares de tributar conjuntamente en el IRPF. Al ser este impuesto 

23 Agulló Agüero, A., “Consecuencias fi scales ante la equiparación de las parejas de hecho a la 
familia matrimonial: aspectos fi scales de las parejas de hecho”, en El Derecho Europeo ante la 
Pareja de Hecho, Cedecs, Barcelona, 1996, pp. 183-202, esp. p. 184-185. 
24 Arts. 7.k, 16.2.f) y 62 TRIRPF.
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progresivo y dado que la tarifa del impuesto entonces vigente era única, resultaba 
mucho más gravosa la tributación de la unidad familiar a la que venían obligados 
los matrimonios no separados que la tributación individual, especialmente en el 
caso en el que ambos cónyuges obtuvieran rentas.

Conviene llamar la atención sobre el hecho de que la tributación conjunta de 
la familia no era ninguna particularidad de sistema tributario español. Esta ha 
venido siendo la regla general de los ordenamientos tributarios occidentales, 
especialmente en el caso de las rentas conyugales,25 en gran parte por infl uencia 
del prestigioso Informe Carter26 que aconsejaba atender a la capacidad económica 
de la familia en su conjunto,27 ya que en su seno se dan economías de escala.28

Sin embargo, la concreta articulación de la tributación conjunta obligatoria de la 
unidad familiar por la Ley 44/1978, de 8 de septiembre, del IRPF, que –a diferencia 
de la normativa de otros países- no corregía los efectos que la progresividad 
producía sobre la acumulación de rentas de la unidad familiar, provocaba una 
mayor tributación de los matrimonio que de las uniones de hecho a igualdad de 
renta obtenida. Esta discriminación se planteó ante el Tribunal Constitucional 
a través de un recurso de inconstitucionalidad, resuelto en la STC 209/1988, de 10 
de noviembre, y posteriormente mediante una cuestión de inconstitucionalidad, 
que resolvió la sentencia 45/1989, de 20 de febrero. Esta última sentencia, si bien no 
declaró la inconstitucionalidad la obligatoriedad de la tributación conjunta como 
tal obligación,29 consideró que su confi guración por la Ley entonces vigente sí lo era. 

25 Cfr. AAVV, Family Taxation in Europe, La Haya, Kluwer Law International, 1999.
26 Informe de la Real Comisión de Investigación sobre la Fiscalidad (Informe Carter), Vol. I, 
Instituto de Estudios Fiscales, Madrid, 1975.
27 De forma coherente con el planteamiento de hacer tributar la capacidad económica global 
de la familia, el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Físicas, en su 
regulación dada por la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, establecía también la acumulación de 
los patrimonios pertenecientes a los cónyuges y a los hijos menores (art. 4.2). 
28 Las ventajas e inconvenientes de la tributación conjunta o individual de las familias ha sido 
intensamente estudiada por la doctrina tributarista. Véanse, entre otros, Soler Roch, Mª T., 
“La unidad contribuyente en el Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas 
Físicas”, en Civitas. Revista Española de Derecho Financiero, nº 15-16, 1977, pp. 523 y ss.; Palao 
Taboada, C., “El tratamiento de la familia en la imposición sobre la renta”, en Civitas. Revista 
Española de Derecho Financiero, nº 29, 1981, pp. 5 y ss; Ramallo Massanet, J., “La unidad familiar 
como sujeto en el ordenamiento tributario español”, en Civitas. Revista Española de Derecho 
Financiero, nº 29, 1981, pp. 43 y ss.;Pérez De Ayala, C., La unidad familiar en el Impuesto sobre 
la Renta, Tecnos, Madrid, 1986; González Garcia, E., Tributación individual frente a tributación 
conjunta en el IRPF, Tecnos, Madrid, 1991.
29 La opinión generalizada de la doctrina es que la opción por la tributación individual o 
conjunta es una opción política. Véanse las opiniones que recoge Nuñez Grañón, M., “Régimen 
tributario de las uniones de hecho”, en Derecho Privado y Constitución, nº 12, 1998, pp. 189 y ss., 
esp. p. 203-204. 
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La sentencia 209/1988, de 10 de noviembre, dispuso con claridad que “el régimen 
tributario de la unidad familiar genera un trato discriminatorio con respecto a los 
demás sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta y más concretamente los que 
viven en común, en ausencia de vínculo matrimonial”. El Tribunal Constitucional 
se hacía así eco de la consideración de quienes, sin discutir que quienes conviven 
disfrutan de unas economías de escala que el legislador tributario puede tener 
en cuenta y obligarles a tributar conjuntamente por el IRPF, sin embargo, 
consideraban arbitrario que únicamente las unidades familiares basadas en el 
matrimonio estuvieran sujetas a esta obligación.30 Ello no implica desconocer 
las razones de orden práctico que supondría someter a la tributación conjunta 
a todas las formas de convivencia, no sólo a las familiares basadas en uniones de 
hecho. Lo que se defi ende, y así lo entendió también el Tribunal Constitucional, 
es que las razones de “practicabilidad” no pueden primar sobre los imperativos 
constitucionales de igualdad y capacidad económica.31

La respuesta del legislador a esta sentencia fue eliminar la obligatoriedad de 
la tributación conjunta32 y establecer el sistema actual que permite a las familias 
nucleares con base en el matrimonio y a las monoparentales optar bien por la 
modalidad de tributación separada –que es la regla general- o por la tributación 
conjunta.33

La Ley 18/1991, de 6 de junio, del IRPF, estableció dos modalidades de unidad 
familiar que podían optar por la tributación conjunta (art. 87). La primera estaba 
formada por la familia “tradicional” basada en el matrimonio, mientras que la 
segunda la podían formar las familias monoparentales, es decir, el padre o la 
madre junto con sus hijos. En la medida en que los hijos menores no obtuviesen 
rentas o las que obtuvieran fueran reducidas, la opción por la tributación 
conjunta podía resultar para su progenitor más benefi ciosa que la tributación 
individual, ya que en este caso no se produciría acumulación de rentas, pero sí 

30 Véase, entre otros, Pérez De Ayala, C., La unidad familiar en el Impuesto sobre la Renta, cit., p. 
65; Falcón Y Tella, R., “Comentario general de jurisprudencia”, en Civitas. Revista Española de 
Derecho Financiero, nº 62, 1989, pp. 283-284; Herrera Molina, P. M., “El principio de igualdad 
fi nanciera y tributaria en la jurisprudencia constitucional” en Civitas. Revista Española de 
Derecho Financiero, nº 67, 1990, p. 406.
31 Por el contrario, Palao Taboada, C., “El tratamiento de la familia en la imposición sobre la 
renta”, cit., p. 39, en este trabajo, anterior a la sentencia del TC, se inclinaba por justifi car la 
exclusión de la obligación de la tributación conjunta de las uniones de hecho en estas “razones 
de practicabilidad, relativas a la difi cultad de prueba en esta materia y a la inadmisibilidad de 
intromisiones en la esfera de la intimidad privada.”
32 También se suprimió la tributación conjunta de los patrimonios en el Impuesto 
Extraordinario sobre el Patrimonio.
33 Su aplicación exige una manifestación expresa de los contribuyentes en ese sentido.
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se disfrutaría de la ventaja de acogerse a la tarifa de tributación conjunta cuyos 
tipos de gravamen neutralizaban el efecto progresivo del Impuesto. Y ello con 
independencia de las rentas que obtuviese el otro progenitor, que al no formar 
parte de la unidad familiar defi nida por la ley, tributaría individualmente. 

Sin embargo, la posibilidad de que uno solo de los progenitores tributara 
conjuntamente con los hijos y el otro tributara individualmente estaba vedada a 
las familias matrimoniales. Ello motivó que se plantearan hasta tres recursos 
de amparo ante del Tribunal Constitucional por vulneración del principio de 
igualdad.34 El Tribunal Constitucional los resolvió en las SSTC 47/2001, de 15 de 
febrero; 212/2001, de 29 de febrero y 21/2002, de 28 de febrero. Desgraciadamente, el 
Tribunal Constitucional en estas sentencias renunció a entrar al fondo de la cuestión 
–el posible tratamiento discriminatorio dado a los matrimonios en relación al 
otorgado a las parejas de hecho- y se limitó a desestimar los recursos de amparo a 
partir de un doble orden de consideraciones. Por una parte, el Tribunal estima que 
dado que, según la Ley 18/1991, de 6 de junio, del IRPF, la tributación conjunta es 
una opción, una vez se ha optado por ella es imperativo sujetarse a las defi niciones 
de unidad familiar que la ley establece (STC 47/2001, de 15 de febrero, FJ 9º).35 Y 
por otra, señala que para que el art. 14 CE resulte vulnerado por el legislador, no 
es sufi ciente que en determinadas situaciones, determinados sujetos pasivos, con 
un nivel de renta determinado, puedan verse benefi ciados en su declaración del 
IRPF por el hecho de no mantener una relación matrimonial; las leyes, continúa 
el Tribunal Constitucional, en su pretensión de racionalidad se proyectan sobre la 
normalidad de los casos, sin que baste la aparición de un supuesto no previsto para 
determinar su inconstitucionalidad (STC 47/2001, de 15 de febrero, FJ 7º). Y nada de 
ello ocurría en la regulación de la Ley 18/1991, de 6 de junio, del IRPF.

Sin embargo estas sentencias no dejaron de tener repercusiones legislativas. 
El legislador, consciente de los problemas que estaba causando la determinación 
de las diferentes unidades familiares del art. 87 de la Ley 18/1991, de 6 de junio, 

34 Los tres son planteados por matrimonios a los que la Administración de Hacienda no ha 
admitido las declaraciones del IRPF que han realizado acogiéndose a la modalidad de unidad 
familiar que la Ley 18/1991, de 6 de junio, preveía para las familias monoparentales. En uno de 
los supuestos se pretendía que el padre tributara conjuntamente con un hijo y la madre con el 
otro hijo; y en los otros dos recursos la pretensión de los contribuyentes era que uno de ellos 
tributase individualmente, y el otro lo hiciese conjuntamente con todos los hijos.
35 “(…) a diferencia de su antecesora, en la Ley 18/1991 la regla general es la tributación 
individual, confi gurándose como una mera opción para los integrantes de una unidad familiar 
la posibilidad de tributar acumuladamente. (…) como señala el Abogado del Estado, con arreglo 
al art. 86 LIRPF, la opción por la tributación conjunta implica la aceptación de las normas de 
carácter preceptivo que regulan dicho régimen de tributación, normas entre las que se encuentra 
el art. 87 LIRPF, que sólo permite a los cónyuges no separados legalmente confi gurar con sus hijos 
menores la unidad familiar prevista en su núm. 1.”
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del IRPF, en la nueva ley del IRPF, Ley 40/1998, de 9 de diciembre, excluyó 
expresamente de la modalidad monoparental las situaciones donde exista un 
vínculo matrimonial y aclaró defi nitivamente que los matrimonios no podían 
acogerse a la segunda modalidad de unidad familiar formada por uno solo de 
los progenitores. 

No obstante, apareció otro problema: la nueva regulación del IRPF dada por 
la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, volvió al anterior sistema de la tarifa única 
aplicable a todos los contribuyentes –individuales o unidades familiares-
, pero pasó a considerar las circunstancias personales y las cargas familiares 
de los contribuyentes a través de unos llamados “mínimos exentos” de 
tributación, articulados en forma reducciones cuantitativas. Pues bien, 
según establecía el art. 70, en caso de tributación de una unidad familiar, el 
mínimo personal conjunto era de 1.100.000 pesetas –el mínimo personal 
para contribuyentes individuales era de 550.000 pesetas- para las unidades 
familiares “matrimoniales”, mientras que este mínimo personal se fi jaba 
en 900.000 pesetas para el progenitor de la unidad familiar monoparental. 
Evidentemente, con ello se pretendía tener en cuenta la menor renta disponible 
que le resta a una persona que debe atender a una familia con sus únicas rentas. 
Sin embargo, la confi guración de la unidad familiar monoparental no permitía 
saber si el progenitor que tributaba conjuntamente con sus hijos era el único 
que los atendía, puesto que su defi nición también cubre a las familias basadas 
en uniones de hecho, por lo que si uno de los miembros de la unión de hecho 
tributaba individualmente y el otro tributaba conjuntamente con los hijos, el 
mínimo personal que pueden aplicarse entre los dos era de 1.450.000 pesetas, 
mientras que en el caso de matrimonios, ya tributaran estos individualmente, 
ya lo hicieran conjuntamente, la suma de sus mínimos personales nunca pasaría 
de 1.100.000 pesetas.

Para evitar el nuevo planteamiento de recursos que impugnaran esta ley 
por considerar que se discriminaba de nuevo a los matrimonios frente a las 
parejas de hecho, la Ley 46/2002, de 18 de diciembre, se modificó el art. 70 de 
la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, para disponer que en el caso de tributación 
conjunta, el mínimo personal pasaría a ser de de 3.400 euros por cada uno 
de los cónyuges, en caso de unidad familiar “matrimonial”, y de 5.550 euros 
para el progenitor de una unidad familiar monoparental. Ahora bien, en este 
último caso, si se produce la circunstancia de que “el contribuyente conviva 
con el padre o la madre de alguno de los hijos que forman parte de su unidad 
familiar”, su mínimo personal pasaría reducirse a 3.400 euros. De este modo, 
todas las familias en las que los progenitores conviven disfrutan del mismo 
mínimo personal conjunto, ya sean estas matrimoniales o basadas en una 
unión de hecho.
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V. La legislación tributaria estatal

Con esta disposición el legislador tributario estatal ha tenido por primera 
vez en cuenta a las uniones de hecho, si bien a los efectos de equiparar, en cierta 
medida, los matrimonios a las uniones de hecho y no viceversa, como sucede en 
otras ramas del Derecho.

Una de las causas de esta falta de actuación normativa radica en el hecho de 
que el principio de igualdad actúa de manera singular en el ámbito tributario. 
Pero, sin duda, la razón fundamental de esta inactividad es la falta de una norma 
estatal que regule de forma unitaria las parejas de hecho y que prevea de algún 
modo su formalización y los efectos jurídicos de determinadas situaciones de 
convivencia. Dado que el Derecho Tributario se apoya fundamentalmente en 
las formas jurídicas del Derecho Privado para conectarles determinados efectos 
tributarios, la ausencia de toda formalidad difi culta en gran medida en las normas 
tributarias puedan contemplar a las parejas o uniones de hecho puramente 
factuales o convivenciales.

Es interesante, por ello, hacer constar que para introducir la unión de hecho 
en el IRPF en la forma que se acaba de señalar, el legislador estatal no se ha 
dejado frenar por razones de orden práctico, tales como comprobar en cada 
caso la convivencia de los progenitores no unidos en matrimonio, una cuestión 
puramente fáctica que se deberá demostrar en cada caso. En cualquier caso, 
este puede ser un primer paso, si se quiere precavido, del legislador tributario 
estatal en orden a ir dando un cierto reconocimiento a las uniones de hecho a 
efectos tributarios.

VI. La equiparación de las parejas de hecho 
al matrimonio a efectos tributarios por 

algunas Comunidades Autónomas

Frente a esta inactividad del legislador estatal, hasta el momento cinco 
Comunidades Autónomas (Andalucía, Catalunya, Madrid, Navarra y País Vasco) 
ya han procedido a equiparar en diversa medida y respecto a diferentes impuestos 
las parejas de hecho a los matrimonios. 

Este movimiento normativo se ha producido una vez estas y otras 
Comunidades Autónomas han promulgado normas sustantivas sobre uniones 
estables de pareja, normas que, al formalizar en cierto grado a las parejas de 
hecho han salvado así el principal obstáculo que su “pura” situación fáctica 
plantea en Derecho Tributario en relación, básicamente, a la seguridad jurídica 
y al principio de legalidad.
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Hasta 11 Comunidades Autónomas (Cataluña, Aragón, Navarra, Valencia, 
Baleares, Madrid, Asturias, Andalucía, Canarias, Extremadura y País Vasco) han 
regulado el régimen de parejas de hecho o uniones estables de parejas.36

La mayor parte de estas leyes contiene una cláusula de equiparación de las 
parejas de hecho a los matrimonios en el ámbito del Derecho público y dentro de 
él, a algunos efectos tributarios. Las excepciones la conforman la ley asturiana, 
que no recoge ninguna previsión al respecto, y la ley aragonesa que excluye 
expresamente la normativa de carácter tributario de esta equiparación.37

Las restantes nueve leyes autonómicas consideran en alguna medida aplicables 
a las parejas de hecho las normas tributarias previstas para los cónyuges. 

La mayor parte de ellas, las leyes de Andalucía, Extremadura, Canarias,38 
Madrid, Valencia y Navarra, realizan esta equiparación destacando que se 
produce en relación a su régimen tributario autonómico o tributos propios. El efecto 
de hacer esta precisión es que la pretendida equiparación queda prácticamente 
vacía de contenido, puesto que, como ya se ha señalado anteriormente, los 
principales impuestos que dan un tratamiento específi co a los contribuyentes 
unidos por vínculo matrimonial y respecto de lo que la equiparación sería efectiva, 
son impuestos estatales, y no tributos propios de las Comunidades Autónomas, 
con lo que la asimilación genérica realizada por las leyes de estas Comunidades 
Autónomas queda simplemente una manifestación de buenas intenciones, sin 
consecuencias prácticas.

36 Por orden cronológico, se trata de las siguientes leyes: Ley 10/1998, de 15 de julio, de 
Catalunya, sobre Uniones Estables de Pareja; Ley 6/1999 de 26 de marzo, de Aragón, sobre 
Parejas Estables no Casadas; Ley Foral Navarra 6/2000, de 3 de julio, para la igualdad jurídica 
de las Parejas Estables; Ley 1/2001, de 6 de abril, de la Comunidad Valenciana, por la que se 
regulan las Uniones de Hecho; Ley 18/2001, de 19 de diciembre, de Illes Balears, de Parejas 
Estables; Ley 11/2001, de 19 de diciembre, de la Comunidad de Madrid, sobre Uniones de Hecho; 
Ley 4/2002, de 23 de mayo, de Asturias, de Parejas Estables; Ley 5/2002, de 16 de diciembre, de 
Andalucía, de Parejas de Hecho; Ley 5/2003, de 6 de marzo, de Canarias, de Parejas de Hecho; 
Ley 5/2003, de 20 de marzo, de Extremadura, sobre Parejas de Hecho y, por último, Ley 2/2003, 
de 7 de mayo, del País Vasco, reguladora de las Parejas de Hecho.
37 Art. 18 Ley 6/1999, de 26 marzo, sobre Parejas Estables no Casadas: “Los derechos y 
obligaciones establecidos para los cónyuges en la normativa aragonesa de Derecho público, que 
no tenga carácter tributario, serán de igual aplicación a los miembros de la pareja estable no 
casada.” (el subrayado es mío).
38 Que excluye expresamente de esta equiparación a la tributación conjunta respecto del 
tramo autonómico del IRPF. 
Art. 12 Ley 5/2003, de 6 de marzo, de Canarias, de Parejas de Hecho: “Los derechos y obligaciones 
establecidos para los cónyuges en la normativa de Derecho Público de la Comunidad Autónoma 
de Canarias, serán de igual aplicación a los miembros de la pareja de hecho, especialmente en 
materia presupuestaria, de subvenciones y de tributos propios. Lo anterior no será de aplicación 
a la tributación conjunta respecto al tramo autonómico del IRPF.”
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Sólo Catalunya,39 Illes Balears y País Vasco realizan una formulación más 
amplia y establecen la asimilación en el marco de sus competencias normativas 
lo cual conlleva una fundamental diferencia respecto de la fórmula utilizada 
por las otras leyes autonómicas, puesto que, como se verá a continuación, 
tienen competencias para legislar sobre los principales impuestos que afectan al 
matrimonio y a las uniones de hecho.

Pese a estas genéricas declaraciones de equiparación de las parejas de hecho 
al matrimonio a efectos fi scales, a día de hoy únicamente cinco Comunidades 
Autónomas, las de Madrid, Catalunya, Andalucía, País Vasco y Navarra, han 
concretado dicha equiparación mediante actuaciones legislativas sobre los 
impuestos afectados. La intensidad y amplitud de la equiparación, así como 
los diferentes impuestos afectados por la misma son diversas. La razón de esta 
diversidad debe buscarse en las diferentes competencias normativas que tienen 
estas Comunidades en materia tributaria, por lo que primero es necesario aclarar 
en cierta medida el sistema de fi nanciación autonómica actualmente vigente.

1. Los diferentes sistemas de fi nanciación autonómica: el sistema 
general y los sistemas forales

En el Estado español coexisten tres niveles territoriales de Hacienda, dotados 
todos ellos de autonomía fi nanciera y poder tributario propio: la Hacienda estatal, 
la Hacienda autonómica y la Hacienda local.

La regulación del poder tributario de la Hacienda autonómica se contiene 
en el llamado “bloque de constitucionalidad” formado por la Constitución de 
1978, los Estatutos de Autonomía y la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, 
de Financiación de las Comunidades Autónomas (en adelante LOFCA). En él, 
se diseña un sistema dual de fi nanciación autonómica:40 el sistema general y el 
denominado régimen foral, establecido por razones históricas para País Vasco y 
Navarra (D. A. Primera de la Constitución Española de 1978), con unas diferencias 
entre ambos sistema de gran calado. 

De forma elemental puede describirse el sistema fi scal de las Haciendas 
Forales como un sistema tributario propio, en el que se distinguen impuestos 

39 Es interesante destacar que Catalunya también ha otorgado cierto reconocimiento a efectos 
del ISD a las situaciones convivenciales de ayuda mutua (Disposición Adicional Primera de 
la Ley 18/1998, de 28 de diciembre), al equipararlos a los sujetos que integran el Grupo III 
(colaterales de segundo y tercer grado, ascendientes y descendientes por afi nidad) a efectos 
de las reducciones sobre la base imponible y de los coefi cientes multiplicadores de la cuota de 
este impuesto.
40 Debe hacerse constar que Canarias, Ceuta y Melilla revisten también ciertas peculiaridades 
en cuanto a su sistema de fi nanciación y tributario, pero no se recogen en este trabajo puesto 
que no son relevantes para el mismo.
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concertados e impuestos estatales. Estas Comunidades Autónomas –en el caso 
del País Vasco, sus Diputaciones Forales- ostentan la plena titularidad de los 
llamados tributos concertados –IRPF, IS, ISD, IP, ITPAJD41 y los tributos sobre el 
juego-. Esta titularidad se extiende a las competencias normativas, de gestión y a 
la recaudación. A diferencia de estos, los restantes impuestos indirectos estatales 
se rigen por las mismas normas sustantivas y formales vigentes en todo el Estado. 
En cualquier caso, el sistema tributario que establezcan los Territorios Históricos 
tiene que regirse por los principios de solidaridad, coordinación, armonización 
fi scal y colaboración con el Estado y entre las instituciones de los Territorios 
Históricos. En cumplimiento de los principios de coordinación y armonización 
fi scal, las normas forales reguladoras de los impuestos concertados (IRPF, IS, IP, ISD 
y ITPAJD) son, en su confi guración estructural, prácticamente idénticas a las leyes 
estatales reguladoras de estos impuestos, si bien algunos aspectos concretos de su 
regulación guardan signifi cativas diferencias respecto a la normativa estatal. 

Otro elemento esencial de este sistema de fi nanciación es el llamado “cupo” 
o cantidad con la que estas Comunidades Autónomas contribuyen a los gastos 
del Estado por el coste de las funciones que no ejercen estas Comunidades 
Autónomas (defensa, seguridad, orden público, entre otras). Son las Leyes 
28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre 
el Estado y la Comunidad Foral de Navarra –modifi cada por la Ley 25/2003, de 15 
de julio-, y 12/2002, de 23 de mayo, por la que se aprueba el Concierto Económico 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco, las que fi jan el “cupo”. 

Por lo que respecta al sistema general de fi nanciación autonómica, su sistema de 
recursos fi nancieros es muy diferente, y entre ellos fi guran los tributos propios, 
los tributos cedidos y las transferencias de ingresos del Estado

Dado que en 1980, al promulgarse la LOFCA, las principales materias 
imponibles como son la renta, el patrimonio y el consumo ya estaban gravadas 
por impuestos estatales, el margen que quedaba para que las Comunidades 
Autónomas establecieran los tributos propios era tan reducido, que los impuestos 
que han podido ir creando las Comunidades Autónomas son escasos y su 
trascendencia recaudatoria es muy limitada. De ahí que la importancia de los 
impuestos cedidos por el Estado a las Comunidades Autónomas sea mayor en su 
sistema de recursos fi nancieros que los impuestos propios.

Los impuestos cedidos han fi gurado desde el inicio de este sistema de fi nanciación 
son el ISD, el IP y el ITPAJD. Y es que debe recordarse que el sistema de fi nanciación 
de las Comunidades Autónomas no ha sido estable, sino que hasta el año 2001, en el 
que se estableció un sistema de fi nanciación que por primera vez no predeterminaba 

41 Salvo la tributación de las operaciones societarias, las letras de cambio y documentos de 
giro que las sustituyan, que se regulan por la normativa estatal.
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una vigencia limitada en el tiempo, ha sido modifi cado en numerosas ocasiones, ya 
los sucesivos sistemas se autolimitaban a una duración quinquenal.

Y así, los impuestos que se han ido cediendo a las Comunidades Autónomas 
no sólo han ido aumentando en número, sino que también han aumentado 
progresivamente las competencias de las Comunidades Autónomas respecto de 
estos impuestos cedidos.

Actualmente los impuestos estatales total o parcialmente cedidos a las 
Comunidades Autónomas son el IRPF, el IP, el ISD, el ITPAJD, el IVA y algunos 
Impuestos Especiales. Como ya se indicó, todos los impuestos que tienen alguna 
trascendencia respecto de las parejas de hecho son, actualmente, impuestos 
cedidos a las Comunidades Autónomas de régimen general de fi nanciación.

Por lo que respecta a las competencias, debe advertirse que en todo impuesto 
se distingue un triple orden de titularidades: la titularidad de las competencias 
normativas, titularidad de las competencias de gestión y titularidad de la 
recaudación. Cada una de estas competencias pueden ser exclusiva de un sujeto o 
compartida con otro u otros. 

En el caso de los impuestos cedidos por el Estado a las Comunidades 
Autónomas se cedió inicialmente y de forma completa las titularidades de 
gestión y de recaudación del ISD, del IP y del ITPAJD. Posteriormente se cedió de 
forma parcial la recaudación del IRPF (en un primer momento se cedió el 15 por 
100 de su recaudación, para ampliarse en el siguiente quinquenio al 30 por 100. 
Actualmente está cedida el 33 por 100 de la recaudación).

Sólo a partir del año 1996 se cedieron algunas competencias normativas 
limitadas en aspectos muy concretos del IRPF, del ISD, del IP y del ITPAJD. Desde 
el año 2002, según establece la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se 
regulan las medidas fi scales y administrativas del nuevo sistema de fi nanciación 
de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía, estas competencias normativas limitadas se han profundizado y 
extendido también a algún Impuesto Especial.42 

42 Las competencias normativas específi cas que se ceden respecto los impuestos que interesan 
en este trabajo (IRPF, IP, ISD, ITPAJD) por la Ley 21/2001, de 27 de diciembre son:
Artículo 37. Titularidad de competencias.
1. La titularidad de las competencias normativas, de gestión, liquidación, recaudación e inspección de 
los tributos cuyo rendimiento se cede a las Comunidades Autónomas, así como la revisión de los actos 
dictados en vía de gestión de dichos tributos, corresponde al Estado.
2. La Inspección General del Ministerio de Hacienda realizará anualmente una inspección de los 
servicios y rendirá informe sobre el modo y la efi cacia en el desarrollo de las diversas competencias 
asumidas por la Comunidad Autónoma de que se trate respecto a los tributos cuyo rendimiento se cede. 
Dicho informe se unirá a la documentación de los Presupuestos Generales del Estado.
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Esta progresiva ampliación de las competencias de las Comunidades 
Autonómicas respecto de los impuestos cedidos por el Estado –competencias 

Artículo 38. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas.
1. En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, las Comunidades Autónomas podrán asumir 
competencias normativas sobre:
a) La escala autonómica aplicable a la base liquidable general.
La estructura de esta escala deberá ser progresiva con idéntico número de tramos que la del Estado.
Si una Comunidad Autónoma no aprobara para un periodo impositivo la escala autonómica, se 
aplicará la escala complementaria prevista en el artículo 61 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
b) Deducciones por circunstancias personales y familiares, por inversiones no empresariales y por 
aplicación de renta, siempre que no supongan, directa o indirectamente, una minoración del gravamen 
efectivo de alguna o algunas categorías de renta. En relación a estas deducciones, las competencias 
normativas de las Comunidades Autónomas abarcarán también la determinación de:
La justifi cación exigible para poder practicarlas.
Los límites de deducción.
Su sometimiento o no al requisito de comprobación de la situación patrimonial.
Las reglas especiales que, en su caso, deban tenerse en cuenta en los supuestos de tributación conjunta, 
período impositivo inferior al año natural y determinación de la situación familiar. Si la Comunidad 
Autónoma no regulara alguna de estas materias se aplicarán las normas previstas a estos efectos en la 
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
c) Aumentos o disminuciones en los porcentajes de deducción por inversión en vivienda habitual, a que 
se refi ere el apartado 2 del artículo 64 bis de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, con el límite máximo de hasta un 50 por 100.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán regular:
a) Los tipos de gravamen autonómicos de la base liquidable especial y los aplicables a determinadas 
categorías de renta, que serán los que a estos efectos se determinen por la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
b) Las deducciones de la cuota establecidas y reguladas por la normativa del Estado.
c) Los límites previstos en el artículo 56 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas.
d) Los pagos a cuenta del Impuesto.
e) En general, todas las materias no contempladas en el punto 1 anterior.
3. La liquidación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas se ajustará a lo dispuesto por la 
Ley 40/1998, de 9 de diciembre, reguladora del tributo.
4. La parte autonómica de la cuota líquida no podrá ser negativa.
5. El Estado y las Comunidades Autónomas procurarán que la aplicación de este sistema tenga el 
menor impacto posible en las obligaciones formales que deban cumplimentar los sujetos pasivos.
A estos efectos, los modelos de declaración por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas serán 
únicos, si bien en ellos deberán fi gurar debidamente diferenciados los aspectos autonómicos.

Artículo 39. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre el Patrimonio.
1. En el Impuesto sobre el Patrimonio, las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias 
normativas sobre:
a) Mínimo exento.
b) Tipo de gravamen.
c) Deducciones y bonifi caciones de la cuota.
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normativas que han venido ejerciendo con mayor intensidad sólo desde el año 
2000-, ha llevado a que se haya cuestionado su naturaleza de impuesto “cedido” y 

Las deducciones y bonifi caciones aprobadas por las Comunidades Autónomas resultarán, en todo 
caso, compatibles con las deducciones y bonifi caciones establecidas en la normativa estatal reguladora 
del impuesto y no podrán suponer una modifi cación de las mismas. Estas deducciones y bonifi caciones 
autonómicas se aplicarán con posterioridad a las reguladas por la normativa del Estado.

Artículo 40. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
1. En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, las Comunidades Autónomas podrán asumir 
competencias normativas sobre:
a) Reducciones de la base imponible.
Las Comunidades Autónomas podrán crear, tanto para las transmisiones “ínter vivos”, como para las 
“mortis causa”, las reducciones que consideren convenientes, siempre que respondan a circunstancias 
de carácter económico o social propias de la Comunidad Autónoma de que se trate.
Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán regular las establecidas por la normativa del Estado, 
manteniéndolas en condiciones análogas a las establecidas por éste o mejorándolas mediante el 
aumento del importe o del porcentaje de reducción, la ampliación de las personas que puedan acogerse 
a la misma ola disminución de los requisitos para poder aplicarla.
Cuando las Comunidades Autónomas creen sus propias reducciones, éstas se aplicarán con 
posterioridad a las establecidas por la normativa del Estado. Si la actividad de la Comunidad 
Autónoma consistiese en mejorar una reducción estatal, la reducción mejorada sustituirá, en esa 
Comunidad Autónoma, a la reducción estatal. A estos efectos, las Comunidades Autónomas, al tiempo 
de regular las reducciones aplicables deberán especifi car si la reducción es propia o consiste en una 
mejora de la del Estado.
b) Tarifa del impuesto.
c) Cuantías y coefi cientes del patrimonio preexistente.
d) Deducciones y bonifi caciones de la cuota.
Las deducciones y bonifi caciones aprobadas por las Comunidades Autónomas resultarán, en todo 
caso, compatibles con las deducciones y bonifi caciones establecidas en la normativa estatal reguladora 
del impuesto y no podrán suponer una modifi cación de las mismas. Estas deducciones y bonifi caciones 
autonómicas se aplicarán con posterioridad a las reguladas por la normativa del Estado.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y liquidación. 
No obstante, el Estado retendrá la competencia para establecer el régimen de autoliquidación 
del impuesto con carácter obligatorio en las diferentes Comunidades Autónomas, implantando 
éste conforme cada Administración autonómica vaya estableciendo un servicio de asistencia al 
contribuyente para cumplimentar la autoliquidación del impuesto.

Artículo 41. Alcance de las competencias normativas en el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
1. En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, las Comunidades 
Autónomas podrán asumir competencias normativas sobre:
a) Tipos de gravamen:
En relación con la modalidad “Transmisiones Patrimoniales Onerosas”, las Comunidades Autónomas 
podrán regular el tipo de gravamen en:
Concesiones administrativas.
Transmisión de bienes muebles e inmuebles.
Constitución y cesión de derechos reales que recaigan sobre muebles e inmuebles, excepto los derechos 
reales de garantía.
Arrendamiento de bienes muebles e inmuebles. Los modelos de contrato para el arrendamiento de 
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se defi enda que se ha producido una cierta mutación constitucional del concepto43 
o que incluso se prefi era hablar de impuestos “compartidos” en lugar de impuestos 
cedidos44 por refl ejar mejor esta expresión la auténtica naturaleza del recurso.

2. La equiparación realizada por las Comunidades Autónomas de 
régimen general

Ha sido, por tanto, esta cesión de competencias normativas la que ha permitido 
que las Comunidades Autónomas de Andalucía,45 Catalunya46 y Madrid47 hayan 
equiparado las parejas de hecho a los matrimonios respecto de las reducciones 
de la base imponible, la tarifa y los coefi cientes multiplicadores del ISD.48 Además, 
por su parte, la Comunidad Autónoma de Madrid las ha equiparado respecto de 
algunas deducciones en la cuota del IRPF49 y Andalucía lo ha hecho respecto de los 

inmuebles podrán ser elaborados por la propia Comunidad Autónoma.
En relación con la modalidad “Actos Jurídicos Documentados”, las Comunidades Autónomas podrán 
regular el tipo de gravamen de los documentos notariales.
b) Deducciones y bonifi caciones de la cuota.
Las deducciones y bonifi caciones aprobadas por las Comunidades Autónomas sólo podrán afectar a los 
actos y documentos sobre los que las Comunidades Autónomas pueden ejercer capacidad normativa 
en materia de tipos de gravamen con arreglo a lo dispuesto en la letra anterior.
En todo caso, resultarán compatibles con las deducciones y bonificaciones establecidas en la normativa 
estatal reguladora del impuesto sin que puedan suponer una modificación de las mismas. Estas deducciones 
y bonificaciones autonómicas se aplicarán con posterioridad a las reguladas por la normativa del Estado.

2. Las Comunidades Autónomas también podrán regular los aspectos de gestión y liquidación. (…)
Artículo 45. Supuesto de no uso de las competencias normativas.
Si una Comunidad Autónoma no hiciera uso de las competencias normativas que le confi eren los 
artículos 35 a 44, se aplicará, en su defecto, la normativa del Estado.

43 Así, por ejemplo, Ruiz Almendral, V., Impuestos cedidos y corresponsabilidad fi scal, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2004, p. 220 y ss., siguiendo a Ramallo Massanet.
44 Calvo Ortega, R., “Tributos cedidos: concepto, evolución y problemas actuales”, Revista de 
Derecho Financiero y Hacienda Pública, nº 268, pp. 261-280, p. 262.
45 Ley 10/2002, de 21 diciembre, de Andalucía, por la que se aprueban normas en materia de 
tributos cedidos y otras medidas tributarias, administrativas y fi nancieras.
46 A través de la Ley 31/2002, de 30 diciembre, de Catalunya, Medidas fi scales y administrativas.
47 Que fue la primera Comunidad Autónoma de régimen general que equiparó en alguna medida a las 
parejas de hecho a los matrimonios en el ámbito de los impuestos cedidos a través de la Ley 18/2000, de 
27 diciembre, de Madrid, de Medidas Fiscales y Administrativas. La regulación actualmente vigente 
la ha establecido la Ley 2/2004, de 31 mayo, de Madrid, de Medidas Fiscales y Administrativas.
48 Para comprobar las concretas competencias normativas de las CCAA respecto del ISD, véase 
el art. 40 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fi scales y 
administrativas del nuevo sistema de fi nanciación de las Comunidades Autónomas de régimen 
común y Ciudades con Estatuto de Autonomía, reproducido en la nota al pie nº 42, supra.
49 Se trata de una deducción autonómica establecida por la Comunidad de Madrid, por acogimiento 
familiar de menores, según la cual: “Los contribuyentes podrán deducir, por cada menor en régimen 
de acogimiento familiar simple, permanente o preadoptivo, administrativo o judicial, siempre que 
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requisitos para aplicarse el tipo impositivo reducido del ITPAJD en la adquisición 
de determinadas viviendas.50

Estas tres Comunidades Autónomas han equiparado las parejas de hecho a los 
matrimonios únicamente en algunos aspectos del ISD, y en concreto, en los que 
tal equiparación les resulta favorable, ya que ninguna de ellas ha practicado dicha 
equiparación respecto de los aspectos negativos o desfavorables, como son, por ejemplo, 
los requisitos más exigentes para aceptar determinados gastos como deducibles en el 
IRPF o las presunciones de realización del hecho imponible y las adiciones de bienes 
en el ISD. Esta falta de total equiparación se debe a que competencias normativas de 
las Comunidades Autónomas no alcanzan a estos aspectos “antielusivos” del IRPF 
y del ISD, competencia normativa que queda exclusivamente en manos del Estado, 
como también sucede en el caso de las exenciones del IP.

De este modo, el resultado fi nal de la producción normativa autonómica en 
materia tributaria es que, en estas tres Comunidades Autónomas, los matrimonios 
se encuentran a efectos del ISD en peor situación que las parejas de hecho, ya que 
a éstas se les aplican únicamente los efectos benefi ciosos de la equiparación, sin 
que les afecte los aspectos más perjudiciales de la misma. 

Todo ello, además de ser indeseable e incongruente con la pretendida 
equiparación “total” de las uniones de hecho a los matrimonios a efectos 

convivan con el menor durante más de 183 días del período impositivo, las siguientes cantidades:
a) 600 euros si se trata del primer menor en régimen de acogimiento familiar.
b) 750 euros si se trata del segundo menor en régimen de acogimiento familiar.
c) 900 euros si se trata del tercer menor en régimen de acogimiento familiar o sucesivo.

A efectos de determinación del número de orden del menor acogido solamente se computarán 
aquellos menores que hayan permanecido en dicho régimen durante más de 183 días del período 
impositivo. En ningún caso se computarán los menores que hayan sido adoptados durante dicho 
período impositivo por el contribuyente.
No dará lugar a esta deducción el supuesto de acogimiento familiar preadoptivo cuando se 
produjera la adopción del menor durante el período impositivo, sin perjuicio de la aplicación de la 
deducción establecida en el apartado uno anterior.
En el supuesto de acogimiento de menores por matrimonios o uniones de hecho, el importe de la 
deducción se prorrateará por partes iguales en la declaración de cada uno de ellos, si optaran por 
tributación individual.” (art. 1.Tres de la Ley 2/2004, de 31 de mayo, de Madrid, de Medidas Fiscales y 
Administrativas, deducción que ya se introdujo a través de la Ley 14/2001, de 26 diciembre, de Madrid, 
Medidas Fiscales y Administrativas. Véanse también los nuevos importes establecidos en Ley 5/2004, 
de 28 de diciembre, de Medidas Fiscales y Administrativas, de la Comunidad de Madrid).
Para comprobar las concretas competencias normativas de las CCAA respecto del IRPF, véase el art. 
38 de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fi scales y administrativas 
del nuevo sistema de fi nanciación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades 
con Estatuto de Autonomía, reproducido en la nota al pie 42, supra.
50 Arts. 3 y 4 de la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras.
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tributario, es contraria en su resultado a la doctrina sentada por el Tribunal 
Constitucional sobre las uniones de hecho y las situaciones matrimoniales, según 
la cual, como es sabido, el matrimonio no puede quedar de peor condición que las 
uniones de hecho.

3. La equiparación realizada en las Haciendas Forales
Las anteriores limitaciones de competencias normativas no operan en el caso 

de las Haciendas forales, ya que todos los impuestos que toman en consideración 
en alguna u otra medida el vínculo conyugal -IRPF, ISD, IP, ITPAJD, IS- son 
impuestos concertados. Ello supone que su regulación corresponde plenamente 
de las instancias normativas de los Territorios Históricos, lo que ha permitido 
a las Comunidades Autónomas de Navarra y el País Vasco equiparar de forma 
prácticamente total matrimonios y uniones a efectos tributarios, tanto los 
favorables como los desfavorables. 

En Navarra ello se ha operado mediante la Ley Foral 6/2000, de 3 de julio, para 
la igualdad jurídica de las parejas estables, cuyo art. 12.1 establece que “1. Los 
miembros de una pareja estable serán considerados como cónyuges a los efectos 
previstos en la legislación fi scal de Navarra a la hora de computar rendimientos y 
de aplicar deducciones o exenciones”. Tras esta disposición general, los siguientes 
números del mismo artículo van concretando puntualmente el alcance esta 
equiparación para cada uno de los diferentes impuestos, de manera que 
actualmente, ésta es prácticamente total, y sólo escapa a la misma la regulación 
del IS.51

Por su parte, la Ley 2/2003, de 7 de mayo, de la Comunidad Autónoma del 
País Vasco, reguladora de las parejas de hecho, establece en su art. 10, que “Se 
otorgará, en el marco de las competencias normativas de la Comunidad Autónoma 
de Euskadi, el mismo tratamiento fi scal a las parejas de hecho que a las unidas 
por matrimonio.”, lo que posteriormente las Diputaciones Forales Vascas han 
ido concretando en la regulación de todos los impuestos afectados, por lo que en 
Euskadi la equiparación tributaria entre matrimonios y parejas de hecho sí que 
es completa y total.

VII. Conclusiones

A partir de todo lo expuesto anteriormente pueden extraerse conclusiones de 
diverso orden.

En primer lugar, el otorgamiento de ciertos efectos tributarios a las uniones 
de hecho por parte de algunas Comunidades Autónomas ha venido al hilo de 

51 Lo cual, muy posiblemente, ha pasado inadvertido al legislador navarro.
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su previa regulación civil, si bien, hasta el momento han sido sólo cinco de las 
once Comunidades Autónomas con normativa sustantiva sobre uniones de hecho 
las que han actuado en este sentido. En un sentido contrario, la inexistencia de 
esta regulación sustantiva en el ámbito estatal es la explica la inactividad del 
legislador tributario estatal en esta materia.

En segundo lugar, debe destacarse que la actuación de estas cinco 
Comunidades Autónomas ha sido desigual, tanto respecto a los impuestos 
afectados como a los concretos puntos en lo que se ha producido la equiparación 
entre matrimonios y parejas de hecho. Así, mientras Navarra y País Vasco han 
procedido a una equiparación prácticamente total, en las otras Comunidades 
Autónomas, Andalucía, Catalunya y Madrid, la equiparación es solamente 
parcial y únicamente se produce respecto a aspectos que dan un tratamiento 
fi scal benefi cioso al matrimonio en el ISD, dejando al margen las previsiones 
antielusivas que le afectan. Ello es consecuencia de que los impuestos que asocian 
un concreto tratamiento tributario a los cónyuges son impuestos estatales, 
cedidos a las Comunidades Autónomas de régimen común de fi nanciación y las 
competencias normativas de las Comunidades Autónomas respecto de estos 
impuestos son muy limitadas. Por el contrario, estos impuestos son tributos 
concertados en el País Vasco y Navarra respecto de los que ostentan plenas 
competencias normativas, de manera que las instituciones con poder normativo 
de estas Comunidades Autónomas han podido establecer la equiparación entre 
matrimonios y uniones de hecho a efectos tributarios sin limitación alguna.

El resultado fi nal es que en las Comunidades Autónomas de Andalucía, 
Catalunya y Madrid las uniones de hecho pasan a disfrutar de un régimen 
tributario más benefi cioso en el ISD que los matrimonios, lo cual es un efecto 
indeseado de la actual delimitación de las competencias normativas respecto 
de los impuestos cedidos entre las Comunidades Autónomas y el Estado y, por 
lo demás, indeseable y contrario a la doctrina sentada hasta el momento por el 
Tribunal Constitucional en esta materia.

Dado el actual marco de distribución de competencias normativas en materia 
tributaria, las vías de corrección de estos efectos negativos serían, o bien una 
actuación legislativa estatal que corrigiera estas distorsiones, o bien la cesión por 
parte del Estado a las Comunidades Autónomas de las competencias normativas 
necesarias para que éstas puedan realizar una equiparación total entre 
matrimonios entre parejas de hecho y matrimonios. Esta última posibilidad, sin 
embargo, se antoja muy remota y difícilmente realizable.
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